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PLIEGO DE CARGOS  

	RADICADO
	

	IMPLICADO
	

	CARGO DESEMPEÑADO
	

	QUEJOSO O INFORMANTE
	

	FECHA DE QUEJA O INFORME
	

	FECHA DE LOS HECHOS
	

	ASUNTO
	Auto que formula Pliego de Cargos (Arts. 161, 162 y 163 Ley 734/02)


Procede el Despacho a efectuar la evaluación a que hace referencia el Título IX Capítulo Tercero artículo 161 y siguientes del Código Disciplinario Único (Ley 734 de 2002), dentro de las diligencias radicadas bajo el número ______ en las que se investiga la presunta conducta irregular por el señor ________, en calidad de _____(cargo), Código _____, Grado ___  adscrito al __________________________, para la época de los hechos.

1. ANTECEDENTES

1.1. INFORME

El doctor _______________________, en calidad de _________________ remitió oficio con radicado _______ de fecha ________, a través del cual _______________________________________________
 (resumir las circunstancias que se indican en la noticia disciplinaria).

1.2. INDAGACIÓN PRELIMINAR

Con fundamento en la información antes relacionada y en los documentos anexos, esta Oficina de Control Interno Disciplinario, mediante auto de fecha ______, dispuso el inicio de Indagación Preliminar en ______ (fl. ___ del C.O), con el fin de verificar la ocurrencia de los hechos, determinar si fueron constitutivos de falta disciplinaria, identificar e individualizar a los servidores públicos comprometidos y establecer si se actuó al amparo de una causal de exclusión de responsabilidad.

1.3. Investigación disciplinaria
A través de auto de fecha ______ (fls. _____), se dispuso la apertura de investigación disciplinaria en contra del servidor público __________, identificado con la cédula de ciudadanía ______, _____(cargo), Código _____, Grado ___  adscrito al __________________________, cargo que desempeñaba para entonces, con el fin de verificar la ocurrencia de los hechos, establecer si fueron constitutivos de falta disciplinaria, esclarecer los motivos determinantes, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se cometieron, el perjuicio causado a la administración y la responsabilidad del investigado. 

Dicha providencia fue notificada mediante ________________
.

1.4. Cierre De Investigación

En aplicación del artículo 53 de la Ley 1474 de 2011, el día ______, el Despacho ordenó el cierre de la Investigación, decisión que conforme las previsiones del artículo 105 del CDU, le fue comunicada mediante ______ el día __________ y notificada por estado de fecha ____
.

2. IDENTIDAD DEL DISCIPLINADO

Se trata del señor _______________, identificado con la cédula de ciudadanía _______ expedida en __________, a quien se le investiga por conductas presuntamente cometidas en su calidad de _____(cargo), Código _____, Grado ___  adscrito al __________________________,para la época de los hechos, según lo informa _________ mediante _____ de fecha ______  (folio ___ C.O.).

3. CONSIDERACIONES DEL DESPACHO

El artículo 162 de la Ley 734 de 2002 determina los elementos que deben observarse para proveer el pliego de cargos y al respecto exige:

a) Demostración objetiva de la falta.

b) Prueba que comprometa la responsabilidad del implicado.

Por su parte, el artículo 23 ídem, preceptúa:

”Constituye falta disciplinaria, y por lo tanto da lugar a la acción e imposición de la sanción correspondiente, la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el Artículo 28 del presente ordenamiento”.

A la luz del análisis conjunto de las pruebas obrantes en el expediente y de acuerdo con las reglas de la sana crítica, se puede establecer de manera provisional, que el señor ______, presuntamente incurrió en la siguiente irregularidad de tipo disciplinario:

4. CARGO FORMULADO

El señor ______, en su condición de Cargo _____ Código _____, Grado _____ adscrito al __________________________ para la época de los hechos, pudo haber incurrido en posible falta disciplinaria, cuando, entre el lapso comprendido entre el ______ del año ____, presuntamente __________________ (circunstancias de tiempo, modo y lugar de la conducta objeto de reproche disciplinario).
5. DE LA TIPICIDAD – ADECUACIÓN NORMATIVA DE LAS NORMAS PRESUNTAMENTE VIOLADAS
Con el comportamiento descrito en el párrafo anterior, el señor _______, pudo incurrir en la presunta vulneración de las siguientes normas: (se transcriben las normas, resaltando y colocando en negrilla los verbos rectores e ingredientes normativos, tanto en la norma en blanco como en la norma de complemento)  

LEY 734 DE 2002

Artículo 34. Deberes. Son deberes de todo servidor público:

1. Cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en la Constitución los tratados de Derecho Internacional Humanitario, los demás ratificados por el Congreso, las leyes, los decretos, las ordenanzas, los acuerdos distritales y municipales, los estatutos de la entidad, los reglamentos y los manuales de funciones, las decisiones judiciales y disciplinarias, las convenciones colectivas, los contratos de trabajo y las órdenes superiores emitidas por funcionario competente. 

Lo anterior, en concordancia con los numerales 1 y 6 del artículo 81 y el parágrafo 2° del artículo 100 de la Ley 1098 de 2006, por la cual se expide el Código de la Infancia y la Adolescencia, así:

LEY 1098 DE 2006

ARTÍCULO 81. DEBERES DEL DEFENSOR DE FAMILIA. Son deberes del Defensor de Familia:

1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y procurar la mayor economía procesal, so pena de incurrir en responsabilidad por las demoras que ocurran.

(…)

6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal; fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal, y asistir a ellas.
ARTÍCULO 100. TRÁMITE. (…)

PARÁGRAFO 2. En todo caso, la actuación administrativa deberá resolverse dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de la presentación de la solicitud o a la apertura oficiosa de la investigación (…) Vencido el término para fallar o para resolver el recurso de reposición sin haberse emitido la decisión correspondiente, la autoridad administrativa perderá competencia para seguir conociendo del asunto y remitirá inmediatamente el expediente al juez de familia (…).

6. CONCEPTO DE VIOLACION:

La responsabilidad disciplinaria para los servidores públicos tiene fundamento en los artículos 6° y 123 de la Carta Política, con ocasión de la omisión o extralimitación en el cumplimiento de los deberes funcionales previstos en la ley o en los reglamentos, así: 

Artículo 6. Los particulares solo son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las Leyes. Los Servidores Públicos lo son por la misma causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 123. Son servidores públicos los miembros de las corporaciones públicas, los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios.

Los servidores públicos están al servicio del Estado y de la comunidad; ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento.

Así, debe considerarse que los empleados del Estado, son servidores públicos de conformidad con lo establecido en el artículo 123 de la Carta Política. En ese orden, será empleado o funcionario aquella persona nombrada para ejercer un empleo y que ha tomado posesión del mismo, de acuerdo con el artículo 2° del Decreto Ley 2400 del 19 de septiembre de 1968 “Por el cual se modifican las normas que regulan la administración del personal civil y se dictan otras disposiciones”, modificado a su vez por el artículo 1° del Decreto Nacional 3078 de 1968.

Bajo este contexto, se observa en el acervo que obra en el expediente, que para  el dia _______________, el disciplinado ________________, fungía como Cargo _____ Código _____, Grado ___  adscrito al __________________________, luego de haber sido nombrado y debidamente posesionado mediante Resolución N° ____ del ____ de ____ de ____, con acta de posesión  N° _____ del ____ de ______ de ____
, por lo que acorde con los dictados de las citadas normas, ostentaba la calidad de servidor público y por tanto, de sujeto disciplinable según el artículo 25 de la Ley 734 de 2002, llamado a ejercer la función pública con irrestricto cumplimiento del ordenamiento jurídico vigente, cuya infracción o injustificada inobservancia genera responsabilidad disciplinaria.

Ahora bien, el Legislador ha establecido que constituye falta disciplinaria, de acuerdo con el artículo 23 de la ley 734 de 2002:

“…la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento…”.

Así mismo, el artículo 27 ibíd., establece que las faltas disciplinarias se realizan por acción u omisión en el cumplimiento de los deberes propios del cargo o función, o con ocasión de ellos, o por extralimitación de sus funciones. 
Se hace análisis dependiendo el cargo y la falta que se esté endilgando, en este caso, se hace alusión a los deberes generales de los servidores públicos -artículo 34, numeral 1 Ley 734 de 2002, por ser los que se adecúan con la tipicidad:

Además, ha previsto en el numeral 1 del artículo 34, como deber general de todo servidor, cumplir y hacer que se cumplan los deberes contenidos en las leyes, por lo tanto, los artículos establecidos como normas presuntamente violadas en el aparte correspondiente a la tipicidad, recogen la obligación común a todo servidor público, de cumplir con los deberes contenidos en normas de carácter legal. Ello, ejemplifica la forma como el tipo en blanco del Código Disciplinario Único, se complementa con las descripciones de la Ley 1098 de 2006, dado que esta normativa le da concreción al alcance de aquella, respecto al quehacer de los Defensores de Familia, en los procesos administrativos de restablecimiento de derechos de niños, niñas y adolescentes.

Se tiene entonces que, para que sea efectiva y oportuna la pretendida garantía de derechos de los menores, la Ley 1098 de 2006 estableció términos perentorios para adelantar el Proceso Administrativo de Restablecimiento de Derechos, cuyo objetivo principal es propender por el interés superior de los niños, niñas y adolescentes y donde se aplican claramente los principios de celeridad, oportunidad y eficacia en el desarrollo de las actuaciones administrativas, situación que ya ha sido tratada por la Corte Constitucional en Sentencia C-740 de 2008, en donde consideró:

"En virtud de lo consagrado en el Art. 1o de la Constitución, el Estado colombiano es un Estado Social de Derecho, una de cuyas características fundamentales es la sujeción de todos los habitantes al ordenamiento jurídico (Arts. 4o, 6o y 95 C. Pol.). Ello explica que por regla general los actos de la Administración Pública estén sometidos al control de legalidad por parte de la rama jurisdiccional, cuya función general es "decir el Derecho" con carácter definitivo.

Por otra parte, conforme a la jurisprudencia de esta corporación, el legislador goza de potestad de configuración para regular los procedimientos administrativos y judiciales (Arts.29, 114 y 150, Núm. 1 y 2, C. Pol.), con los límites impuestos por los valores, los principios y los derechos constitucionales. Así mismo, en virtud de lo previsto en el Art. 113 superior, los diferentes órganos del Estado tienen funciones separadas, pero colaboran armónicamente para la realización de sus fines, lo cual es una característica del Estado democrático moderno.

Por estas razones, en el presente asunto es constitucionalmente válido que, por razón del interés superior del niño y la protección especial que le confieren la Constitución colombiana y tratados internacionales ratificados por el Estado colombiano, el Art. 100, inciso 4o, de la Ley 1098 de 2006 someta las decisiones administrativas adoptadas por los Defensores de Familia y los Comisarios de Familia, en relación con dicha protección, a la homologación o confirmación de los Jueces de Familia, que tienen carácter especializado, por petición de una de las partes o del Ministerio Público. En el mismo sentido, es constitucionalmente válido que el parágrafo 2o del mismo artículo establezca que si la autoridad administrativa no toma su decisión sobre la actuación o sobre el recurso de reposición dentro del término legal correspondiente, pierda la competencia y deba remitir el expediente al Juez de Familia para que adelante la actuación o el proceso respectivo.
En ambos casos se pone de manifiesto el interés plausible del legislador de otorgar efectividad a la protección especial de los menores, mediante decisiones calificadas por parte de una jurisdicción especializada, que otorgan certeza con carácter definitivo y confieren también celeridad al reconocimiento de sus derechos". (Subrayado y negrilla fuera de texto).

En el caso en estudio, se evidencia que para la época de los hechos, el Disciplinado fungía como _____, Código ___, Grado ___, luego de haber sido nombrado y debidamente posesionado, por lo que acorde con los dictados de las citadas normas, ostentaba la calidad de servidor público y por tanto, de persona disciplinable
, llamada a ejercer la función pública con irrestricto cumplimiento del ordenamiento jurídico vigente, cuya infracción o injustificada inobservancia genera responsabilidad disciplinaria.

En consecuencia, el concepto de la violación se basa en la conducta de OMISIÓN en la que pudo incurrir el señor ​​​___________, en calidad de Cargo _____, Código ___, Grado ___, a quien correspondía el deber legal de _________________, lo que, por ahora, se cree, desobedeció, sin que se observe justificación, pues el acervo obrante señala que ___________. 

Debe advertirse que el Estado, ostenta la competencia para el restablecimiento de los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes del país y lo hace a través de las autoridades competentes (a través del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar por medio de las defensorías de familia
 o a través de las comisarías de familia
); es por esto, que el mismo Código de Infancia y Adolescencia define las defensorías de familia como “(…) dependencias del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar de naturaleza multidisciplinaria, encargadas de prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes (…), es decir son las autoridades competentes tanto para verificar la garantía de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, como para su restablecimiento. Es por esto que la misma normatividad en su artículo 81 establece como deberes del defensor de familia, entre ellos: “(…) 1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización (…) 6. Dictar las providencias dentro de los términos legales; resolver los procesos en el orden en que hayan ingresado a su despacho, salvo prelación legal (…)”

Además, la Ley 1098 de 2006 estableció en el artículo 100, parágrafo 2 que “(…) la actuación administrativa deberá resolverse dentro de los cuatro meses siguientes a la fecha de la presentación de la solicitud o a la apertura oficiosa de la investigación (…) Vencido el término para fallar o para resolver el recurso de reposición sin haberse emitido la decisión correspondiente, la autoridad administrativa perderá competencia para seguir conociendo del asunto y remitirá inmediatamente el expediente al juez de familia (…). 

Así las cosas, por mandato de estas normas, era al disciplinado _____, a quien como Cargo _____, Código ___, Grado ___, correspondía cumplir con el deber legal de ______________, con obediente acatamiento de las normas aplicables al caso, lo que por ahora se cree desobedeció, conforme se describe en el cargo formulado, configurando el posible injusto disciplinario por el que se le llama a responder.

Los hechos materia de averiguación contrastados con las pruebas que obran en la foliatura, a la luz de las normas en cita, llevan por ahora a concluir que el cuestionado actuar del señor ___________ , en principio pudo incumplir el deber de ceñir su ejercicio funcional a las exigencias del ordenamiento jurídico para entonces vigente, cuya obediencia le era exigible a partir del momento de su posesión, como consecuencia de las relaciones especiales de sujeción que lo ataban al ICBF y al Estado Colombiano.  

Todo lo analizado hasta el momento, aunado a las probanzas que a continuación se  examinarán, permite colegir hasta este instante, que con su proceder y en su condición de entonces _________, el disciplinado _______________, en calidad de Cargo _____, Código ___, Grado ___, adscrito ____ para la época de los hechos, al parecer incurre en la falta disciplinaria que provisionalmente se le endilga, con ocasión del posible incumplimiento del deber de a_____________________. 
7. PRUEBAS QUE SUSTENTAN EL CARGO -ANÁLISIS 

El presente acusatorio, tanto en lo objetivo como en lo subjetivo, conforme lo ordena el artículo 128 de la Ley 734 de 2002, se sustenta en las siguientes probanzas que obran en el cartulario, que por entero satisfacen los requisitos de legalidad, utilidad, conducencia y pertinencia, para ser tenidas como válidas:

7.1. PRUEBAS  QUE SUSTENTAN EL CARGO

7.1.1. DOCUMENTALES

a. Copia de los actos de nombramiento y posesión en el cargo de______________, del señor___________________, identificado con C.C.__________________ (fls.___ y___).

b. Certificación de fecha__________________, suscrita por el jefe de talento humano de__________________, en la que consta que_________________, identificado con C.C.____________________, se desempeñaba para la época de los hechos como_________________________; que para entonces devengaba mensualmente $______________________, y que registra como última dirección conocida_____________________.  (fl.___).

c. Copia del Formato Único de Hoja de Vida de__________________, identificado con C.C.________________, en el que acreditó ser profesional en_______________, como estudios de posgrado en_________________________; aunado a una experiencia laboral de ___ años y___ meses en el sector público, y de___ años y___ meses en el sector privado (fls. ___ y___). 

d. Copia de los oficios__________ y_________________, suscritos por_________________, los cuales comunican a_________________________, la apertura de la convocatoria de la Licitación Pública No._______________, de conformidad con el parágrafo__ del artículo__ del Decreto________, así como de los documentos correspondientes al proyecto de ampliación de la planta física de______________________.  (fls.___ a___).

e. Copia del certificado de disponibilidad presupuestal No.______________ del___, para___________________, por valor de $___________________ (fl.___).

f. Copia del Estudio previo para determinar la conveniencia y oportunidad en la contratación de la construcción de_____________________, elaborado y formado por________________, en su condición de ____________________ (fls.___ a___).

g. Copia del pliego de condiciones definitivo de la Licitación pública No._________________, para la construcción de_________________ (fls.____ a_____).

h. Copia de la Resolución No.______ del______________, por la cual_______________________________ (fls.___ a ___).

7.1.2. TESTIMONIALES 

a) Declaración bajo la gravedad de juramento rendida por _______ (fls.___ a ___).

b) Declaración bajo la gravedad de juramento rendida por _______ (fls.___ a ___).

c) Declaración bajo la gravedad de juramento rendida por _______ (fls.___ a ___).

d) Declaración bajo la gravedad de juramento rendida por _______ (fls.___ a ___).

7.1.3. VISITA ESPECIAL
Copia del Acta de Visita al sitio de la obra en la licitación pública No._________________, en la cual se constata la presencia de solo___ concurrentes, siendo ellos________________ y ________________________, acompañada de las debidas certificaciones y de la Planilla Audiencia Visita Sitio Obra;  todas de fecha____________(fls.___ a ___).
7.2. ANALISIS DE LAS PRUEBAS QUE FUNDAMENTAN EL CARGO
El artículo 162 del Código Disciplinario Único señala como requisitos sustanciales para proferir una decisión de cargos, que exista la demostración objetiva de la falta y la existencia de pruebas que puedan comprometer la responsabilidad del investigado, requisitos que aparecen cumplidos en el presente caso y se deducen de las pruebas recaudadas, analizadas en forma integral bajo las reglas de la sana critica, lógica y las reglas de la experiencia, de conformidad con lo establecido en el artículo 141 del Código Disciplinario Único.

De conformidad con lo anterior, se procede a analizar el acervo documental, teniendo como primera medida,  que mediante los documentos allegados por la Dirección de Gestión Humana obrantes a folios ____, se encuentra acreditada la calidad de sujeto disciplinable del señor ________,  quien para el lapso comprendido entre _______ y _____ ostentaba  el cargo de ____, y de conformidad con lo dispuesto en _________________, contaba con la facultad para ordenar  el gasto en la Regional _____ .

Se observa así mismo, que mediante Memorando número _____ de fecha ___ de ____, se allegó al proceso por parte de _____,    copia de _____ por medio de los cuales _______, lo que permite colegir que _________.

Sumado a lo anterior, a través de Memorando número _____ de fecha ___ de ____, suscrito por parte de _____, allega a la plenaria copia de _____, según las cuales _________, infiriéndose así que ______.

Mediante diligencia de Visita Especial practicada a ________, se puede presumir, de conformidad con el contenido del acta vista a folio ______, que _______.

Lo anterior, teniendo en cuenta que en el desarrollo de la misma se recopilaron los siguientes documentos:

Los anteriores medios de prueba evidencian la génesis documental del proyecto que dio origen al proceso licitatorio de marras, aperturado mediante Resolución No._______________ del__________________, suscrita por_________________, en su condición de_________________, en la que literalmente da cuenta de la previa aprobación del pliego de condiciones definitivo, a su vez contentivo de los supuestos acusados vicios.

En efecto, en lo que respecta a los señalamientos efectuados en el cargo formulado, en el referido pliego se lee:

“1.7 CRONOGRAMA DE ACTIVIDADES

	ETAPA
	FECHA Y HORA
	LUGAR

	(…)
	(…)
	(…)

	Acto administrativo de apertura del proceso de licitación pública 
	
	

	Publicación de pliego de condiciones definitivo
	
	

	Visita al sitio de obra del objeto contractual
	
	

	(…)
	(…)
	(…)


(…)
“1.8 VISITA AL SITIO DEL PROYECTO

La visita al sitio de obra se realizará según cronograma especificado. Para la visita se requiere la presencia de:

· Ingeniero Civil o Arquitecto, quien presentar (sic) fotocopia de la matricula o tarjeta profesional, fotocopia del certificado de vigencia de la misma no mayor de 30 días de expedición.

En caso de consorcios o unión temporal debe presentar el documento de constitución, en caso de persona jurídica carta de presentación y/o autorización para realizar la visita.”

(…)

“3.2.1.12 Capacidad residual de contratación (anexo no. 6).

Los proponentes deberán tener a la fecha de cierre de la convocatoria pública de contratación como constructor (k) igual a superior a________________y una Capacidad Residual de Contratación (Kr) igual o superior a_____________________. En el caso Consorcios o Uniones Temporales el K de Constructor y K residual exigido se sumará”. 

(…)

“3.2.1.17 Documento visita de Obra

Los proponentes deberán adjuntar el certificado de visita de obra en la propuesta (sic) la omisión de este requisito causará la NO ADMISIBILIDAD de la propuesta.

3.2.2 DOCUMENTOS DE ORDEN TECNICO

3.2.2.1 Experiencia General del Proponente

Se deberá adjuntar máximo____ contratos con sus respectivas actas de recibo y de liquidación final, cuyo objeto sea_________________. Se calificará a cada propuesta como ADMISIBLE si la suma del valor de los dos contratos aportados es superior a dos puntos cero (2.0) veces el valor del presupuesto oficial expresado en SMMLV y una de ellas sea superior al presupuesto oficial.

(…)”

Estas pruebas acreditan que________________, fue previamente advertido por_______________, de las aparentes anomalías en aspectos como________________________,  de las que pese a tener conocimiento, al parecer decidió hacer caso omiso.

Los documentos en mención, que dada su naturaleza pública se presumen legales y auténticos en su contenido, gozan de los requisitos de conducencia, pertinencia y utilidad para su validez y eficacia, permitiendo colegir que ________________ (explicar la relación de dicho resultado con el cargo endilgado)

(Igual análisis se realiza con cada uno de los medios probatorios)

8. CALIFICACION DE LA FALTA

Ha de recordarse, que según los postulados que orientan la actividad del servidor público, el objeto tutelado por el régimen disciplinario es ajustado a los principios que rigen la función pública del deber funcional en el servidor público, aludido al compromiso que adquiere cuando se vincula al Estado en el sentido de cumplir legal y fielmente la misión encomendada.

Al respecto ha sostenido la Corte Constitucional:

“… Las conductas que pertenecen al ámbito del derecho disciplinario, en general, son aquellas que comportan quebrantamiento del deber funcional por parte del servidor público. (…) Se infringe el deber funcional si se incurre en comportamiento capaz de afectar la función pública en cualquiera de esas dimensiones. El incumplimiento al deber funcional es lo que configura la ilicitud sustancial que circunscribe la libertad configurativa del legislador, al momento de definir las faltas disciplinarias. (…) Del primer presupuesto mencionado se deriva el imperativo para el legislador de contemplar como faltas disciplinarias únicamente aquellas conductas que tengan potencialidad de afectación del interés jurídico que el régimen disciplinario protege: el eficaz, eficiente y correcto ejercicio de la función pública. Quedan excluidas de este ámbito todos aquellos comportamientos, que aun siendo reprochables en otros contextos sociales o normativos carezcan de relevancia, o resulten inocuos frente al interés de preservar la función pública. Es la infracción al deber funcional, en sus expresiones de cumplimiento estricto de las funciones propias del cargo, obligación de actuar conforme a la Constitución y a la ley, y garantía de una adecuada representación del Estado, lo que legitima desde el punto de vista sustancial la conminación disciplinaria de una conducta…”
.

Constituye falta disciplinaria, de acuerdo con el artículo 23 de la ley 734 de 2002:

“…la incursión en cualquiera de las conductas o comportamientos previstos en este código que conlleve incumplimiento de deberes, extralimitación en el ejercicio de derechos y funciones, prohibiciones y violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, impedimentos y conflicto de intereses, sin estar amparado por cualquiera de las causales de exclusión de responsabilidad contempladas en el artículo 28 del presente ordenamiento…”.

A su vez, el artículo 30 del Código Disciplinario Único, habla de faltas instantáneas, permanentes y continuadas, entendidas estas últimas como aquellos comportamientos de unidad de acción u omisión, con pluralidad de actos ejecutivos, que, por la voluntad del agente, la finalidad y la identidad del tipo afectado con el comportamiento, deben ser valorados como una sola conducta y no como un concurso de faltas, como lo ha acogido la doctrina de la Procuraduría General de la Nación
. 

Advierte esta Oficina que la conducta presuntamente desplegada por el servidor público ______, en calidad de Cargo _____, Código ___, Grado ___, adscrito ____ para la época de los hechos, es de carácter continuado. 

Entonces, a fin prever la calificación provisional de la presunta comisión de la falta, teniendo en cuenta que la conducta atribuida, hace referencia a incumplimiento de deberes contenidos en _____________, se analiza el proceder que se le cuestiona al servidor público ______________, conforme a los criterios establecidos en el artículo 43 de la Ley 734 de 2002: (se realiza este análisis a manera de ejemplo, según el cargo y la falta que se endilguen)

En primer lugar, frente al criterio denominado “El grado de culpabilidad”, consagrado en el artículo 43 numeral 1º de la Ley 734 de 2002, es preciso señalar, que la conducta reprochada al disciplinado corresponde a una modalidad culposa, como quiera, que no se advierte por parte del Despacho la intencionalidad de cometer la falta, descartándose un actuar doloso. En tal sentido, el mencionado criterio ha de considerarse como generador de levedad en la calificación de la falta.

Frente al criterio denominado “La naturaleza esencial del servicio” consagrado en el numeral 2º del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, debe señalarse que la función principal de los Defensores de Familia es prevenir, garantizar y restablecer los derechos de los niños, niñas y adolescentes, en tal sentido, es evidente la importancia de las funciones que ejerce el Defensor de Familia, toda vez, que en ellas están intrínsecas la prevalencia del interés superior del niño. En ese orden de ideas, para el caso que nos ocupa, se observa, que, con la omisión reprochada al disciplinado, se lesionó la naturaleza esencial del servicio, en el sentido que el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, es la entidad encargada de garantizar y restablecer los derechos fundamentales de los niños, y con la conducta que se le reprocha al disciplinado se desconoció dicho derecho.

Conforme a lo anterior, el criterio consagrado en el numeral 2º del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, ha de tenerse como factor de gravedad en la calificación de la falta. 

Con relación al criterio denominado “El grado de perturbación del servicio” consagrado en el numeral 3º del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, es preciso señalar, con la conducta reprochada al investigado se perturbó el servicio, toda vez, que los servicios prestados por el ICBF deben caracterizarse por la observancia de los fines de la función administrativa, tales como la moralidad y responsabilidad, entre otros, aspectos que con la presunta omisión en el cumplimiento funciones asignadas al servidor público investigado, se inobservaron, generándose una afectación al deber funcional, aunado a ello debe resaltarse que en el caso en particular, se encontraba inmerso el principio de prevalencia de los derechos de los niños, postulado que al parecer se desconoció. Por tal razón, el citado criterio se tendrá como generador de gravedad en la calificación de la falta.

Frente al criterio denominado “la jerarquía y mando que el servidor público tenga en la respectiva institución” consagrado en el numeral 4º del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, debe señalarse, que el señor __________________, era el servidor público encargado de garantizar la prevalencia de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, pues se trataba de la máxima autoridad administrativa de su jurisdicción, y por ende el responsable de resolver la situación jurídica del niño, funcionario a quien por su dignidad y sobre todo por el manejo que tiene de temas tan sensibles como la salvaguarda de los derechos de los niños, desde luego se le exige un mayor compromiso en el cumplimiento de sus deberes del que pueda reclamarse a otro funcionario de esta entidad.

Así las cosas, el Despacho considera que el anterior criterio debe tenerse como factor de gravedad para la calificación de la falta.

Frente al criterio denominado “trascendencia social de la falta” consagrado en el numeral 5º  del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, considera el Despacho, que con la omisión atribuida al indagado se deterioró la imagen del ICBF, por cuanto, es innegable que los servidores públicos están sometidos a los preceptos legales y constitucionales y su desconocimiento genera, además de las acciones pertinentes, una relación directa con la institución a la cual depende, deteriorando la imagen de ésta, cuando su comportamiento es contrario a la Ley. 

Al respecto ha señalado la Corte Constitucional
“los servidores públicos son los principales encargados de que imponen en la vida social. Los funcionarios deben, entonces velar por la aplicación y el cumplimiento de las normas constitucionales y legales. Si ello es así, sufre gran mengua la imagen y legitimidad del Estado, cuando algún servidor público se convierte en un violador impenitente del orden jurídico. Esa conducta atenta contra el buen nombre de la actividad estatal y contra el interés de todo Estado democrático participativo de generar con los ciudadanos una relación de cercanía y confianza.”
En tal sentido este criterio se tendrá como generador de gravedad en la calificación de la falta.

Con relación al criterio consagrado en el numeral 6º del artículo 43 de la Ley 734 de 2002 el mencionado criterio ha de considerarse como generador de levedad para la calificación de la falta, como quiera, que en la modalidad y circunstancias en que se cometió la conducta, se aprecia que esta se derivó de la naturaleza de la función, además no existe evidencia que la omisión obedezca a una presión o incitación por parte de un superior, menos aún en estado de ofuscación, que permita inferir que el disciplinado fue incitado a omitir el cumplimiento de sus deberes. 

Frente al criterio denominado “Los motivos determinantes del comportamiento”, consagrado en el numeral 7º del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, no evidencia el Despacho, que la omisión reprochada haya sido determinada por factores externos que justifiquen su actuar, no se han observado motivos que sustenten el proceder del señor ______________, distintos a su propia decisión, razón por la cual, el citado criterio se tendrá como generador de levedad en la calificación de la conducta.  

De acuerdo al criterio denominado “Cuando la falta se realice con la intervención de varias personas, sean particulares o servidores públicos”, consagrado en el numeral 8º del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, la realización de la conducta atribuida al disciplinado consistió en una omisión personal e individual como Defensor de Familia. Por esta razón dicho criterio se tendrá como generador de levedad en la calificación de la falta.  

Por último, con relación al criterio denominado “La realización típica de una falta objetivamente gravísima cometida con culpa grave, será considerada falta grave” consagrada en el numeral 9 del artículo 43 de la Ley 734 de 2002, debe señalarse que dicha disposición, no opera para el caso objeto de estudio, como quiera que la conducta reprochada al señor _____ no es considerada como gravísima, por lo que el citado criterio no se aplicará al presente análisis.  

Por los fundamentos anteriormente expuestos la falta atribuida al señor _______, será estimada provisionalmente como GRAVE, habida cuenta que analizados y ponderados los criterios contenidos en el artículo 43 de la Ley 734 de 2002, las circunstancias que determinan la gravedad de la conducta tienen mayor incidencia y preponderancia para este Despacho, siendo pertinente su calificación de esta manera. 

El presunto proceder que se le atribuye al señor ________________, reviste provisionalmente la connotación de la falta como GRAVE.   

9. MODALIDAD ESPECÍFICA DE LA CONDUCTA
De acuerdo con el artículo 27 del Código Único Disciplinario, la presunta falta se habría cometido por OMISION, en el cumplimiento de los deberes propios del cargo, conforme se ha revelado en la presente decisión. (Determinar si fue acción u omisión)

10. FORMA DE CULPABILIDAD - IMPUTACIÓN SUBJETIVA
Señala el artículo 13o de la Ley 734 de 2002, que “…en materia disciplinaria queda proscrita toda forma de responsabilidad objetiva. Las faltas sólo son sancionables a título de Dolo o Culpa…”.

(Analizar el CARGO con los elementos del dolo o de la culpa, según corresponda). Ej: 

El acervo probatorio permite colegir que el señor investigado pudo incurrir en un comportamiento bajo la modalidad de DOLO, ya que la conducta que se endilga hasta este momento procesal, evidencia un conocimiento en la ilicitud de su proceder y voluntad para ello, pues la conducta que se endilga constituye una inhabilidad prevista por el legislador en una ley ordinaria, como lo es el Estatuto de la Contratación Pública previsto en la ley 80 de 1993, disposición a la cual se somete el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, dada su condición jerárquica normativa.  (Analizar según el cargo y la falta endilgada).

Entonces, la modalidad dolosa del comportamiento que se endilga, se basa en el acopio probatorio ya valorado y se fundamenta  en el artículo 9° del Código Civil según el cual "…La ignorancia de las leyes no sirve de excusa…", precepto normativo que no tiene otra razón de ser que salvaguardar la vigencia del orden jurídico, lo que implica la exigencia de que nadie eluda el cumplimiento de la ley  y luego se excuse aduciendo  su ignorancia frente al contenido de tales preceptos, máxime cuando la inhabilidad que se analiza se  encuentra prevista  en una ley ordinaria de alcance general, como se aprecia en el acápite correspondiente a las normas presuntamente violadas y como se explicó en el concepto de la violación .

Además, el Despacho cuestiona, la actitud del señor ________ en calidad de servidor público adscrito al Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para la época de los hechos, teniendo en cuenta que según ____ (indicar las pruebas que revelan el comportamiento doloso o culposo de acuerdo con los requisitos de cada una de estas modalidades, con los folios). Con ello se infiere, __________ (Analizar el resultado probatorio con los elementos del dolo o de la culpa, según corresponda)

En consecuencia, la falta se imputará provisionalmente como GRAVE a título de DOLO. (Se debe determinar calificación de falta y su modo de culpabilidad)

11. De la Ilicitud Sustancial de la Conducta

El concepto de Ilicitud Sustancial se consagra en el artículo 5 de la ley 734 de 2002, como componente esencial de la conducta disciplinable, que corresponde a la injustificada afectación del deber funcional.

La ilicitud del comportamiento reprochado al señor ___________, alcanzaría sustancialidad por aparentemente vulnerar los apartes de las leyes detallados en el acápite de normas presuntamente violadas, que en todos sus apartes se infiere para efectos del presente análisis. 

A partir de las probanzas enlistadas en la sección correspondiente, la aparente ilicitud de la conducta reprochada al señor ________, como ______ (cargo), se configuraría no solo por el presunto incumplimiento del deber contenido en el artículo 81 numeral 6, artículo 99 y el parágrafo 2 del artículo 100 de la Ley 1098 de 2006, sino por presuntamente inobservar los principios de responsabilidad, eficacia y celeridad, fundamento de la función administrativa, como se explicó en el sustento normativo del cargo formulado. (Tener en cuenta los principios que rigen la función pública establecidos en el artículo 209 CP, 22 CDU y 3 CPACA) 

De forma reiterada ha puntualizado la Corte Constitucional que el contenido sustancial de la ilicitud remite a la inobservancia del deber funcional que por sí misma altera el correcto funcionamiento del Estado y la consecución de sus fines
.

El consecutivo procesal demuestra que por ahora el reprobado actuar del Disciplinado, no soporta el juicio deóntico, es decir del deber ser, como tampoco el axiológico, relativo a la ética y diligencia del servidor público, pues la ilicitud de su proceder habría alcanzado sustancialidad, por aparente e injustificadamente vulnerar la principalística antedicha, conforme lo reconoce la doctrina
 de la Procuraduría General de la Nación:

“(…)

La ilicitud sustancial disciplinaria debe ser entendida como la afectación sustancial de los deberes funcionales, siempre que ello implique el desconocimiento de los principios que rigen la función pública. 

(…)

Como corolario de lo anterior, se puede afirmar que el derecho disciplinario pretende encauzar la conducta del servidor público, reprochando comportamientos que vulneren la garantía de la función pública en aras de que se cumplan los fines del Estado Social de Derecho.

En el orden precedente y desde un referente de justicia, la sustancialidad de la ilicitud se determinará cuando se compruebe que se ha prescindido del deber exigible al Disciplinado en tanto implique el desconocimiento de los principios que rigen la función pública, entendiéndose por tal la antijuridicidad sustancial del comportamiento.”

Además, según la Carta Política, los niños, niñas y adolescentes son sujetos de protección constitucional reforzada y por lo tanto, es prioritaria la actuación oficial para garantizar y restituir sus derechos; al respecto, la Corte Constitucional, ilustra acerca de la PREVALENCIA DEL PRINCIPIO DEL INTERES SUPERIOR DEL NIÑO, en los siguientes términos
:

(…) Los derechos de los menores de edad priman sobre los de los demás, por lo cual se ofrecen mayores garantías y beneficios, para proteger su formación y desarrollo. Igualmente, al ser los niños sujetos de protección constitucional reforzada, atraen de manera prioritaria las actuaciones oficiales y particulares que les concierna. Así, en todas las situaciones en que entren en conflicto los derechos e intereses de los niños y los de las demás personas, deberá dárseles prelación a aquéllos. Las autoridades administrativas y judiciales encargadas de determinar el contenido del interés superior de los niños en casos particulares, cuentan con un margen de discrecionalidad importante para evaluar, al aplicar la preceptiva atinente y ante las circunstancias fácticas de los menores de edad involucrados, la solución que mejor satisfaga dicho interés. Al tiempo, la definición de dichas pautas surgió de la necesidad de recordar los deberes constitucionales y legales que tienen las autoridades en relación con la preservación del bienestar integral de niños, niñas y adolescentes, que requieren su protección, lo cual obliga a jueces y servidores administrativos a aplicar un grado especial de diligencia y cuidado al momento de decidir, más tratándose de niños de corta edad, cuyo desarrollo puede verse afectado en forma definitiva e irremediable por cualquier decisión adversa a sus intereses y derechos.
Además, la Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas del 20 de noviembre de 1989 también prevé:

“ARTICULO 3.

1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar familiar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño.

2. Los estados partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin tomaran todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.

Las anteriores disposiciones hacen parte del bloque de constitucionalidad de nuestro ordenamiento jurídico, por lo tanto, son de obligatorio cumplimiento y deben ser acatadas y observadas en cada una de las actuaciones adelantadas a favor de los niños, niñas y adolescentes. Para el caso que nos ocupa se consideran vulneradas, en el entendido que el investigado _______ ostentaba la calidad de Autoridad Administrativa encargada de salvaguardar los derechos de los niños, las niñas y los adolescentes de los que su protección se encuentra en cabeza del estado, como es el caso de los menores y era de su competencia velar por el interés superior del menor ________, adoptando las decisiones respectivas dentro de los términos que preceptúa el artículo 100 de la Ley 1098 de 2006, lo que implicaba que en dicho lapso debía adoptar las medidas de restablecimiento de derechos tendientes a detener la inobservancia, amenaza o vulneración de los derechos en riesgo.
Sumado a lo anterior, la Procuraduría General de la Nación, en su obra Justicia Disciplinaria, de la ilicitud sustancial a lo sustancial de la Ilicitud, manifestó:

(…)  La ilicitud sustancial disciplinaria debe ser entendida como la afectación sustancial de los deberes funcionales, siempre que ello implique el desconocimiento de los principios que rigen la función pública. 

Esta sencilla pero clara lectura, es la que debe corresponder a la filosofía del derecho disciplinario, más allá de las imprecisiones de tipo semántico o gramatical en que pudo haber incurrido el legislador. Debe advertirse que no se pretende, de momento, “reformar” el texto que subyace a la norma disciplinaria. De lo que se trata entonces, es de encontrar una interpretación acorde con los principios y fines que deben orientar el derecho disciplinario dentro del marco del Estado Social de Derecho, como herramienta útil para encauzar la conducta de quienes ejercen función pública. 

Si el significado real del término antijuridicidad es el de ser contrario a derecho, debe entenderse que para estimarse cumplida la contrariedad de la conducta, ésta debe tener una razón de ser. El comportamiento, más que desconocer formalmente la norma jurídica que lo prohíbe, debe ser opuesto o, cuando menos, extraño a los principios que rigen la función pública. 

La lectura correcta del instituto analizado debe armonizarse con el artículo 22 del Código Disciplinario Único, donde se establece que la garantía de la función pública descansa en la salvaguarda, por parte del sujeto disciplinable, de los principios que la gobiernan, a los cuales se suscribe el cumplimiento de sus deberes y demás exigencias constitucionales y legales. 

A ello se contrae, la Moralidad pública, transparencia, objetividad, legalidad, honradez, lealtad, igualdad, imparcialidad, celeridad, publicidad, economía, neutralidad, eficacia, eficiencia, disciplina, entre otros, la consecuencia, el objeto, fin o interés jurídico protegidos por el derecho disciplinario, norma concordante con el artículo 209 de la Constitución Política. 

En una palabra, aunque el comportamiento se encuadre en un tipo disciplinario, pero se determine que el mismo para nada incidió en la garantía de la función pública y los principios que la gobiernan, deberá concluirse que la conducta está desprovista de ilicitud sustancial
. (…) 
Significa que el artículo 22 del Código Disciplinario Único, establece que la garantía de la función pública descansa en la salvaguarda, por parte del sujeto disciplinable, de los principios que la gobiernan, a los cuales se suscribe el cumplimiento de sus deberes y demás exigencias constitucionales y legales y a ello se contrae, en consecuencia, el objeto, fin o interés jurídico protegido por el derecho disciplinario, norma concordante con el artículo 209 de la Constitución Política y 3° del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

Como se dijo en sede de tipicidad, se observa que provisionalmente que con su proceder, el hoy disciplinado _____ habría inobservado los principios de responsabilidad, según el cual, las autoridades y sus agentes asumen las consecuencias por sus decisiones, omisiones o extralimitación de funciones, de acuerdo con la Constitución, las leyes y los reglamentos
, eficacia
, que exige a las  autoridades buscar que los procedimientos logren su finalidad y, para el efecto, evitarán dilaciones o retardos, en procura de la efectividad del derecho material objeto de la actuación administrativa y celeridad
, en el sentido que las autoridades deben impulsar oficiosamente los procedimientos, a efectos de que los procedimientos se adelanten con diligencia, dentro de los términos legales y sin dilaciones injustificadas.
Los principios en mención constituyen parte del fundamento de la función administrativa, que exige el diligente cumplimiento del deber funcional, revistiendo el proceder que se analiza de la ilicitud sustancial reclamada por la norma disciplinaria, pues según se desprende del predicado del artículo 6° Superior, la responsabilidad del funcionario público no se limita al respeto de la Constitución y de las leyes, sino que se extiende al pleno acatamiento de los postulados jurídicos que fijan las pautas de conducta o de comportamiento que deben observar quienes aspiran, se encuentran o ejercieron un servicio público
.

12.  ANÁLISIS DE LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS POR LOS SUJETOS PROCESALES
Pese a haber tenido la oportunidad, hasta el presente el Encartado no ha hecho uso de este derecho, por lo que sobre el particular el Despacho no realizara pronunciamiento alguno. 

En mérito de lo expuesto, la Oficina de Control Interno Disciplinario del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar – ICBF; en uso de sus facultades legales y en especial las conferidas por los artículos 161 a 163 de la ley 734 de 2002, 

R E S U E L V E:

PRIMERO.  Formular pliego de cargos en contra del servidor público señor _______________, identificado con la cédula de ciudadanía _______ expedida en __________, en su calidad de _____(cargo), Código _____, Grado ___  adscrito al __________________________ ,para la época de los hechos, de acuerdo con los argumentos esbozados en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO: Notificar la decisión ordenada en el artículo primero al Disciplinado, en la forma establecida en el artículo 101 de la ley 734 de 2002, o en su defecto en la señalada en el artículo 165 ibídem, advirtiéndole que contra la misma no procede recurso alguno y que conforme al artículo 166 del mismo estatuto, dispone de un término de diez (10) días para presentar descargos y solicitar o aportar pruebas conducentes para su defensa, lapso durante el cual el expediente permanecerá en la Secretaría de este Despacho a su disposición.

TERCERO. Comunicar la presente decisión a la Oficina de Registro y Control de la Procuraduría General de la Nación y a la Procuraduría Regional Caldas, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 2 de la Ley 734 de 2002 y en el Artículo 2 de la Resolución 346 de 2002 de la Procuraduría General de la Nación. 

CUARTO. Contra la presente determinación no proceden recursos, según lo dispone el artículo 162 del Código Disciplinario Único.

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE,

XXXXXXXXXXXX
Jefe de la Oficina de Control Interno Disciplinario

Proyectó. (Nombre y cargo)
Revisó. (Nombre y cargo)

Aprobó. (Nombre y cargo)
Fecha de Elaboración. (fecha)
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